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diciembre, de Universidades, declarando extinguido el 
proceso que fue admitido a trámite por providencia de 23 
de abril de 2002.

Madrid, 1 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

 2963 RECURSO de inconstitucionalidad núm. 4917-
2002, en relación con el Real Decreto-ley 5/2002, 
de 24 de mayo, de medidas urgentes para la 
reforma del sistema de protección por desem-
pleo y mejora de la ocupabilidad.

El Tribunal Constitucional, por Auto de 1 de febrero 
actual, ha acordado tener por desistido al Letrado del 
Gobierno de las Illes Balears, en la representación que 
legalmente ostenta, del recurso de inconstitucionalidad 
núm. 4917-2002, planteado en relación con el Real 
Decreto-Ley 5/2002, de 24 de mayo, de medidas urgentes 
para la reforma del sistema de protección por desempleo 
y mejora de la ocupabilidad, declarando extinguido el 
proceso que fue admitido a trámite por providencia de 15 
de octubre de 2002.

Madrid, 1 de febrero de 2006.–La Secretaria de Justi-
cia del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

 2964 RECURSO de inconstitucionalidad núm. 1663-
2003, en relación con determinados preceptos 
de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciem-
bre, de Calidad de la Educación.

El Tribunal Constitucional, por Auto de 31 de enero 
actual, ha acordado tener por desistido al Letrado del 
Gobierno de las Illes Balears, en la representación que 
legalmente ostenta, del recurso de inconstitucionalidad 
núm. 1663-2003, planteado en relación con los arts. 4.3; 5; 
6; 7.4; 8.2; 8.3; 10.2; 10.4; 11.2; 13; 16.3; 16.4; 16.5; 17.3; 17.4; 
18; 23.2; 23.3; 23.4; 26.2; 26.3; 26.5; 29.3; 31.2; 32.3; 35.4; 
35.6; 35.8; 35.9; 37.1; 38.5; 40; 41; 42.1; 42.2; 42.5; 43.2; 
43.3; 44; 45; 46; 47; 48; 49.5; 59.1; 59.2; 61.2; 66.1; 66.2; 
66.3; 66.4; 76.2; 76.3; 81; 85.3; 88.2; 92.3; 95; 97; 98; 101.2; 
102.2; 105.1; 106.1; 106.2; 107.2; 107.3; las disposiciones 
adicionales 2.ª 3, 3.ª 1; 3.ª 3; 3.ª 4; 5.ª 3; 6.ª; 8.ª 1; las dispo-
siciones transitorias 2.ª 1 y 6.ª 4; y las disposiciones fina-
les 6.ª; 9.ª y 10.ª de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 
diciembre, de Calidad de la Educación, declarando extin-
guido el proceso que fue admitido a trámite por providen-
cia de 8 de abril de 2003.

Madrid, 31 de enero de 2006.–La Secretaria de Justicia 
del Pleno, Herminia Palencia Guerra. 

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 2965 ORDEN AEC/403/2006, de 26 de enero, por la 

que se crea una Oficina Consular Honoraria en 
Almaty (Kazajstán).

La creación de un Consulado Honorario en Almaty 
resulta de especial importancia ya que podría, desde el 

ámbito de sus competencias consulares, hacer una apor-
tación muy positiva al desarrollo de las relaciones comer-
ciales, culturales, turísticas y de cooperación con un país 
como Kazajstán, rico en recursos naturales y con un mer-
cado potencial para las empresas españolas.

Por ello, a iniciativa de la Dirección General del Servi-
cio Exterior, de conformidad con la propuesta formulada 
por la Embajada de España en Almaty y previo informe 
favorable de la Dirección General de Asuntos y Asistencia 
Consulares y de la Dirección General de Política Exterior 
para Europa y América del Norte, he tenido a bien dispo-
ner:

Primero.–Se crea una Oficina Consular Honoraria en 
Almaty (Kazajstán), con categoría de Consulado Honora-
rio, con jurisdicción en la región (Oblast) de Almaty y 
dependiente de la Embajada de España en Kazajstán.

Segundo.–El Jefe de esta Oficina Consular Honoraria 
tendrá, de conformidad con el Artículo 9 del Convenio de 
Viena sobre Relaciones Consulares de 24 de abril de 1963, 
categoría de Cónsul Honorario.

Lo que comunico para su conocimiento y efectos.
Madrid, 26 de enero de 2006.

MORATINOS CUYAUBÉ

Sres. Secretario de Estado de Política Exterior, Subsecre-
tario y Embajador de España en Almaty (República de 
Kazajstán). 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 2966 REAL DECRETO 92/2006, de 3 de febrero, por el 

que se modifica el Real Decreto 326/2002, de 5 
de abril, sobre régimen de nombramiento de 
los miembros sustitutos del Ministerio Fiscal.

El Real Decreto 326/2002, de 5 de abril, sobre régimen 
de nombramiento de los miembros sustitutos del Ministe-
rio Fiscal, establece las normas que deben observarse 
cuando la existencia de vacantes en la carrera fiscal, debi-
das a jubilaciones, licencias de larga duración, exceden-
cias o aumento de plazas, hacen necesaria su provisión 
temporal a través de un procedimiento urgente que 
impide, dada su complejidad, acudir a las convocatorias 
ordinarias de acceso a la carrera por oposición, permi-
tiendo de esta manera, por un periodo de tiempo limitado 
y por unas causas tasadas, la sustitución de fiscales titula-
res por juristas ajenos a la Carrera Fiscal.

El Real Decreto 326/2002 vino a derogar la norma-
tiva anterior, consagrada por el Real Decreto 2397/1998, 
de 6 de noviembre sobre sustitución en la Carrera Fis-
cal, en cuyo artículo 3.2 ya se recogía como mérito a 
valorar en los aspirantes a Abogado fiscal sustituto, la 
acreditación del conocimiento del derecho o lengua 
propia de las comunidades autónomas, siempre que no 
concurriesen otras circunstancias que comportasen su 
falta de idoneidad.

Aquella previsión reglamentaria del texto de 6 de 
noviembre de 1998 no fue recogida en el nuevo Real 
Decreto 326/2002. Sin embargo, teniendo en cuenta la rea-
lidad social, cultural y plurilingüística del país, y sobre todo, 
considerando las modificaciones introducidas en esta 
materia por la última reforma de la Ley Orgánica 6/1985,
de 1 de julio, del Poder Judicial (en la que se valora el 
conocimiento de la lengua y el derecho propios de las 
comunidades autónomas para la provisión de plazas en 
los concursos de la carrera judicial y del cuerpo de secre-
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tarios judiciales, así como para los procesos selectivos del 
personal funcionario al servicio de la Administración de 
Justicia), se hace necesario un replanteamiento de los 
méritos a valorar en el procedimiento de selección y nom-
bramiento de los Abogados fiscales sustitutos, incluyendo 
entre ellos, de nuevo, el conocimiento del derecho o len-
gua propios de las comunidades autónomas que cuenten 
con ellos.

Asimismo, se aprovecha la modificación del Real 
Decreto 326/2002 para introducir un nuevo criterio de 
selección con el fin de lograr una óptima profesionaliza-
ción y alta calidad en el ejercicio de su función por los 
Abogados fiscales sustitutos, seleccionando a los que 
reúnan las mejores condiciones y la mejor preparación 
académica y profesional posible.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, oído 
el Consejo Fiscal, de acuerdo con el Consejo de Estado, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 3 de febrero de 2006,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 326/2002, 
de 5 de abril, sobre régimen de nombramiento de los 
miembros sustitutos del Ministerio Fiscal.

Se modifica el artículo 5 del Real Decreto 326/2002, 
de 5 de abril, sobre régimen de nombramiento de los 
miembros sustitutos del Ministerio Fiscal, que queda 
redactado como sigue:

«1. Tendrán preferencia para optar a estas pla-
zas quienes hayan pertenecido a la Carrera Fiscal o 
Judicial por un período no inferior a diez años.

2. El orden de selección será fijado por los 
méritos de cada aspirante de acuerdo con el baremo 
siguiente, siempre que no concurran otras circuns-
tancias que comporten su falta de idoneidad:

a) Los que ostenten el título de doctor en Dere-
cho, 3 puntos.

b) Los que posean el título de licenciado en 
criminología, 2 puntos.

c) Los que hayan realizado tareas, en tiempo 
efectivo, de ejercicio de sustitución en la carrera fis-
cal o en funciones judiciales o de secretariado judi-
cial debidamente acreditadas, 0,5 puntos por cada 
año acreditado, en los diez primeros, y 0,25 puntos 
en los restantes. El desempeño de otras profesiones 
jurídicas se valorará con 0,25 puntos por año con un 
máximo de 3 puntos.

d) Los que hubieran aprobado oposición para el 
desempeño de puestos de trabajo en cualquier Admi-
nistración Pública en las que se exija específicamente 
el título de licenciado en Derecho, 3 puntos.

e) Los que hayan aprobado algún ejercicio en 
las oposiciones para el ingreso en las carreras judi-
cial o fiscal, 0,5 puntos por cada ejercicio superado, 
hasta un máximo de 3 puntos.

f) Los que acrediten docencia universitaria en 
disciplinas jurídicas, como profesor de los previstos 
en el título IX de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 
diciembre, de Universidades, 0,3 puntos por cada 
año de ejercicio con un máximo de 3 puntos.

g) Los que acrediten el conocimiento del dere-
cho o lengua propios, en las comunidades autóno-
mas donde existan, hasta un máximo de 2 puntos.

3. A igualdad de puntuación, tendrán preferen-
cia quienes posean mejor expediente académico.

4. Los fiscales jefes podrán entrevistar a los 
solicitantes de las plazas correspondientes a sus 
fiscalías en los casos y modo que consideren nece-
sario.

5. Una vez recibidas las solicitudes, en el plazo 
de un mes desde la finalización del plazo de presenta-
ción previsto en la convocatoria, la Fiscalía General 
del Estado, valorando, en su caso, los informes sobre 
idoneidad de los fiscales jefes a que se refieren el 
artículo 12, elaborará la relación de los selecciona-
dos, ordenada de mayor a menor puntuación resul-
tante de la aplicación del baremo, teniendo en cuenta, 
a su vez, el orden de preferencia manifestado por el 
interesado y las necesidades del servicio.»

Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo 
reglamentario.

Se faculta al Ministro de Justicia para dictar las dispo-
siciones necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 3 de febrero de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

 2967 REAL DECRETO 93/2006, de 3 de febrero, por el 
que se regula el sistema de información del 
Ministerio Fiscal.

La disposición adicional decimosexta de la Ley Orgá-
nica 19/2003, de 23 de diciembre, por la que se modifica 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
añade una nueva disposición adicional segunda a la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Esta-
tuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

La nueva disposición adicional segunda dispone que 
el Ministerio Fiscal contará con un sistema de informa-
ción y una red de comunicaciones electrónicas plena-
mente integrados, a través de los cuales se pretende 
asegurar su unidad de actuación, consagrada en el 
artículo 124 de la Constitución Española. Dicho sistema 
de información y la red integrada de comunicaciones 
electrónicas son definidos y gestionados por la Fiscalía 
General del Estado, correspondiendo al Ministerio de 
Justicia dar soporte administrativo y tecnológico en el 
territorio que esté dentro de sus competencias territoria-
les, puesto que en las comunidades autónomas en que 
se haya transferido la competencia en materia de Justi-
cia, corresponde a éstas participar junto con el Ministe-
rio en la dotación de los equipamientos informáticos del 
Ministerio Fiscal.

Asimismo, la disposición adicional segunda crea la 
Comisión Nacional de informática y comunicaciones elec-
trónicas del Ministerio Fiscal, que se encargará, bajo la 
presidencia del propio Fiscal General del Estado, de dictar 
las instrucciones y criterios de obligado cumplimiento en 
todas las fiscalías sobre la implantación, utilización, ges-
tión y explotación de los sistemas informáticos y de las 
comunicaciones electrónicas.

En desarrollo de esta previsión legal, este real 
decreto establece una serie de normas que definen las 
características técnicas y de utilización de los sistemas 
de información previstos, y cumplen con el mandato 
legal de dar carta de naturaleza a la Comisión Nacional 


